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SENTENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL 

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

En fecha 20 de marzo de 2017, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, con 

ponencia conjunta, en el expediente número 17-0069, dictó sentencia en la que declaró la 

constitucionalidad del decreto signado con el número 2.742 del 13 de marzo de 2017, publicado 

en Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela número 41.112 de la misma fecha, 

dictado por el Presidente de la República, mediante el cual prorroga por sesenta (60) días el 

plazo establecido en el decreto número 2.667 del 13 de enero de 2017, publicado en la Gaceta 

Oficial de la República Bolivariana de Venezuela número 41.074 de la misma fecha, en el cual 

se declaró el Estado de Excepción y Emergencia Económica en todo el Territorio Nacional, 

dadas las circunstancias extraordinarias en el ámbito social, económico y político, que afectan el 

orden constitucional, la paz social, la seguridad de la nación, las instituciones públicas y a los 

ciudadanos y ciudadanas habitantes de la República, a fin de que el Ejecutivo Nacional adopte 

las medidas urgentes, contundentes, excepcionales y necesarias, para asegurar a la población el 

disfrute pleno de sus derechos, preservar el orden interno, el acceso oportuno a bienes, servicios, 

alimentos, medicinas y otros productos esenciales para la vida, conforme al artículo 339 de la 

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

La Sala estableció 

En este sentido, observa esta Sala Constitucional que el Decreto que 

prorroga por sesenta (60) días el plazo establecido en el Decreto n.° 2.667 del 13 

de enero de 2017, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 

Venezuela n.° 41.074, de la misma fecha, mediante el cual se declaró el Estado de 

Excepción y de Emergencia Económica en todo el Territorio Nacional, atiende de 

forma prioritaria aspectos de seguridad económica, que encuentran razón, además, 

en el contexto económico latinoamericano y global actual, y resulta proporcional, 

pertinente, útil y necesario para el ejercicio y desarrollo integral del derecho 

constitucional a la protección social por parte del Estado, ineludibles para la 

construcción de una sociedad justa y amante de la paz y para la promoción de la 

prosperidad y bienestar del pueblo, conforme a lo previsto en el artículo 3 

Constitucional. 

De allí que se estime ajustado al orden constitucional y por ende 

procedente, que el Ejecutivo Nacional, constatadas las circunstancias suscitadas y 

que se mantienen en el espacio geográfico de la República, emplee las medidas 

amparadas por el decreto sub examine, en cumplimiento del deber irrenunciable e 
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ineludible del Estado Venezolano de garantizar el acceso oportuno de la población 

a bienes y servicios básicos y de primera necesidad, así como el disfrute de sus 

derechos en un ambiente pleno de tranquilidad y estabilidad. 

En fin, estima esta Sala que el Decreto sometido a control de 

constitucionalidad cumple con los principios y normas contenidas en la 

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en tratados internacionales 

sobre derechos humanos válidamente suscritos y ratificados por la República y en la 

Ley Orgánica sobre Estados de Excepción. 

Por otra parte y  por notoriedad comunicacional, a través de la página 

web www.asambleanacional.gob.ve, esta Sala ha tenido conocimiento de la 

publicación de un Acuerdo de la Asamblea Nacional (la cual aún se encuentra en 

desacato al Poder Judicial), de fecha 17 de enero de 2017, mediante el cual el 

referido órgano legislativo “desaprobó” el Decreto n.° 2.667 del 13 de enero de 

2017, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela de 

la misma fecha, mediante el cual declara estado de excepción y de emergencia 

económica en todo el territorio nacional. 

Al respecto, esta Sala estima pertinente reiterar que para el día 17 de enero 

de 2017, fecha en la cual se produjo el acto de desaprobación del Decreto n° 2.667 

del 13 de enero de 2017, emanado del Presidente de la República en Consejo de 

Ministros, la Asamblea Nacional se encontraba (y aún se encuentra) en desacato al 

Poder Judicial, específicamente, a las decisiones dictadas por la Sala Electoral de 

este Tribunal Supremo de Justicia (ss. SE n.os260/30.12.2015; 01/11.01.2016 y 

108/01.08.2016); toda vez que, aún no se ha producido el acto formal de 

desincorporación de ese órgano legislativo, por parte de la plenaria del mismo, de la 

ciudadana Nirma Guarulla y de los ciudadanos Julio Haron Ygarza y Romel 

Guzamana, cuya proclamación se encuentra suspendida por la Sala Electoral de este 

máximo tribunal de la República; razón por la cual, dicho acto de desaprobación del 

decreto sub examine es nulo, inexistente y carente de validez, en correspondencia 

con lo dispuesto por esta Sala en su sentencia n°. 808, el 2 de septiembre de 

2016, mediante la cual declaró, entre otros pronunciamientos, que: “…resultan 

manifiestamente inconstitucionales y, por ende, absolutamente nulos y carentes de 

toda vigencia y eficacia jurídica, los actos emanados de la Asamblea Nacional, 

incluyendo las leyes que sean sancionadas, mientras se mantenga el desacato a la 

Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia”; razón por la cual, el acto emanado 

de la Asamblea Nacional, en el cual se desaprueba el Decreto n.° 2.667 del 13 de 

enero de 2017, dictado por el Presidente de la República, en Consejo de Ministros, 

es nulo, inexistente y carente de validez. Así se declara. 

En tal sentido, tal como esta Sala lo asentó en sentencia n.° 3 del 11 de enero 

de 2017, constituye un hecho público, notorio y comunicacional que el 5 de enero 

de 2017, la Asamblea Nacional inició su Segundo periodo de sesiones en un acto 

http://www.asambleanacional.gob.ve/
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iniciado e impulsado por la Junta Directiva saliente, que la dirigió durante el año 

2016, y se realizó en el seno de ese órgano legislativo en desacato frente al Poder 

Judicial (vid supra), la elección y juramentación de su Junta Directiva para el 

periodo en curso, circunstancia que, por ende, implica un vicio de nulidad absoluta 

que afecta la validez constitucional de ese y de los actos subsiguientes, así como 

también la legitimidad y eficacia jurídica de la juramentación y demás actos de la 

referida junta directiva –incluyendo la presidencia de la Asamblea Nacional- (sin 

mencionar las probables vulneraciones al Reglamento Interior y de Debates de la 

propia Asamblea Nacional) (ver sentencia n.° 2 del 11 de enero de 2017). Con 

posterioridad a ese momento, las actuaciones de la Asamblea Nacional continúan 

estando viciadas de nulidad. 

Así, se observa que la Asamblea Nacional reconoció nuevamente su 

situación de desacato y de grave violación al orden constitucional, derivada, en esta 

oportunidad, de la reiterada e ilegítima incorporación de los ciudadanos Nirma 

Guarulla, Julio Haron Ygarza y Romel Guzamana como Diputados de dicha 

Asamblea Nacional, al realizar una nueva “desincorporación” de los mismos (esta 

vez de forma intempestiva y violando la Constitución –art. 187.20-, el propio 

Reglamento Interior y de Debates de la Asamblea Nacional y la sentencia 

269/2016), además de hacerlo en una sesión deliberadamente inválida por estar 

dirigida por una junta directiva electa y juramentada en desacato –a diferencia de la 

junta directiva que dirigió el acto de desincorporación realizado el 13 de enero de 

2016, que no fue electa bajo tal circunstancia –ver sentencia de esta Sala n.° 2/2017-

, con lo que nuevamente reconocen de forma voluntaria la nulidad de todas sus 

actuaciones desplegadas en desacato, es decir, como ha podido apreciarse, de casi 

todas las desplegadas desde su instalación el 5 de enero de 2016, salvo (en lo que 

respecta a este desacato), de las realizadas entre el 13 de enero de 2016 y el 28 de 

julio de 2016 (ver sentencia n.° 3/2016), gran parte de las cuales, a su vez, fueron 

írritas e, incluso, declaradas de forma expresa nulas por esta Sala, por violación 

deliberada del propio Reglamento Interior y de Debates de la Asamblea Nacional, 

por desacato a otras sentencias emanadas de este Máximo Tribunal y, en fin, por 

violación al orden constitucional (ver sentencias de esta Sala nros. 269 y 952/2016); 

situación inédita en el constitucionalismo patrio que, además, genera grave 

desconcierto en el proceder natural de ese órgano del Estado, cuyos dirigentes están 

llamados a desplegar su actividad política dentro de los cauces constitucionales y no 

fuera de ellos, en atención a procurar el mantenimiento del orden y la estabilidad de 

la República. 

En razón de ello, esta Sala Constitucional ha venido realizando 

pronunciamientos en las sentencias nos. 1, 2, 3, 4, 6, 7 y 90 de 2017, en las cuales se 

ha ratificado el carácter de nulos e inexistentes todos los actos emanados de la 

Asamblea Nacional, mientras permanezca en situación de desacato a las sentencias 

de este máximo tribunal. 
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Sobre la base de las anteriores consideraciones, esta Sala Constitucional 

debe pronunciarse afirmativamente respecto de la constitucionalidad del Decreto 

n.° 2.742 del 13 de marzo de 2017, publicado en la Gaceta Oficial de la República 

Bolivariana de Venezuela n.° 41.112 de esa misma fecha; mediante el cual, el 

Presidente de la República prorroga por sesenta (60) días el plazo establecido en 

el Decreto n.° 2.667 del 13 de enero de 2017, publicado en la Gaceta Oficial de la 

República Bolivariana de Venezuela n.° 41.074 de la misma fecha, en el cual se 

declaró el Estado de Excepción y de Emergencia Económica en todo el Territorio 

Nacional, en la medida en que cumple los extremos de utilidad, proporcionalidad, 

tempestividad, adecuación, estricta necesidad, para solventar la situación presentada 

y de completa sujeción a los requisitos constitucionales, dirigiéndose a preservar y 

ratificar la plena vigencia de los derechos y garantías constitucionales y demás 

previstos en el ordenamiento jurídico, desprendiéndose de ello la configuración de 

otro elemento en el examen de constitucionalidad, a favor de la plena adecuación 

a los preceptos y límites que se coligen del Texto Fundamental, a ser observados 

cuando el Jefe del Estado ejercita las facultades de declaratoria de Estados de 

Excepción y de Emergencia Económica. 

El Decreto, asimismo, resguarda y no implica restricción de aquellos 

derechos cuyas garantías no pueden ser limitadas por expreso mandato 

constitucional, a saber, las referidas a los derechos a la vida, prohibición de 

incomunicación o tortura, el derecho al debido proceso, el derecho a la 

información y los demás derechos humanos intangibles, tal como lo disponen los 

artículos 337 del Texto Fundamental y 7 de la Ley Orgánica sobre Estados de 

Excepción. 

Ello así, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, declara 

la constitucionalidad del Decreto n.° 2.742 del 13 de marzo de 2017, publicado en 

la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela n.° 41.112 en la 

misma fecha, dictado por el Presidente de la República, mediante el cual prorroga 

por sesenta (60) días el plazo establecido en el Decreto n.° 2.667 del 13 de enero 

de 2017, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela 

n.° 41.074 de la misma fecha, mediante el cual se declaró el Estado de Excepción 

y de Emergencia Económica en todo el Territorio Nacional, el cual deberá ser 

acatado y ejecutado por todo el Poder Público y la colectividad, conforme a sus 

previsiones y al resto del orden constitucional y jurídico en general, para alcanzar 

cabalmente sus cometidos en defensa de la ciudadanía. Al respecto, debe reiterarse 

lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley Orgánica Sobre Estados de Excepción, 

según el cual “Decretado el estado de excepción, toda persona natural o jurídica, 

de carácter público o privado, está obligada a cooperar con las autoridades 

competentes para la protección de personas, bienes y lugares, pudiendo imponerles 

servicios extraordinarios por su duración o por su naturaleza, con la 

correspondiente indemnización de ser el caso”. 
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Con ocasión de ello, se reitera que, en aras de continuar manteniendo de 

forma permanente, inalterable e irreversible el orden constitucional, así como 

exigir a la Asamblea Nacional respetar el Estado de Derecho y de Justicia previsto 

en el artículo 2 constitucional, todas las sentencias dictadas por la Sala Electoral y 

por esta Sala Constitucional, en relación con los actos de carácter constitucional, 

legislativo o administrativo emanados de la Asamblea Nacional, que han sido 

ilegítimamente aprobados o sancionados por la misma durante el desacato que aún 

persiste respecto de la sentencia de la Sala Electoral n.° 260 de 2015, se 

mantienen incólumes e inmutables, conservando tales fallos su plena vigencia, 

legitimidad y validez, toda vez que los aludidos actos de la Asamblea Nacional 

han sido realizados bajo una conformación inconstitucional del Parlamento, en 

franca desobediencia a este Poder Judicial. 

En virtud de los razonamientos jurídicos que anteceden, este Tribunal 

Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, dictamina la constitucionalidad del 

Decreto n.° 2.742, el cual entró en vigencia desde el mismo 13 de marzo de 2017, 

fecha en la cual fue dictado y publicado en la Gaceta Oficial de la República 

Bolivariana de Venezuela n.° 41.112 de la  misma fecha y su legitimidad, validez, 

vigencia y eficacia jurídico-constitucional, se mantiene incólume, conforme a lo 

previsto en la Carta Magna, ya que el mismo cumple con todos los parámetros que 

prevé la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y la Ley Orgánica 

sobre Estados de Excepción y demás normativas aplicables, preservando los 

Derechos Humanos y en protección del Texto Fundamental, el Estado, sus 

instituciones y el pueblo, lo cual, además de determinar la validez, vigencia y 

eficacia jurídica del mismo, motiva la racionalidad de las medidas contenidas en el 

Decreto objeto de examen de constitucionalidad, en correspondencia con su 

pertinencia, proporcionalidad y adecuación, el cual viene a apuntalar con sólido 

basamento jurídico y con elevada significación popular, la salvaguarda del pueblo y 

su desarrollo armónico ante factores inéditos y extraordinarios adversos en nuestro 

país (sobre las consecuencias del control jurídico y el control político, así como 

otros temas vinculados al presente asunto, ver sentencias de esta Sala Constitucional 

nros.  7 del 11 de febrero de 2016, 9 del 1 de marzo de 2016 y 808 del 2 de 

septiembre de 2016). 

Finalmente, esta Sala reitera que, de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 334 y 335 de la Constitución, le corresponde garantizar la supremacía y 

efectividad de las normas y principios fundamentales, en su condición de máxima y 

última intérprete de la Constitución. En consecuencia, sus decisiones sobre dichas 

normas y principios son estrictamente vinculantes en función de asegurar la 

protección y efectiva vigencia de la Carta Fundamental. 

Por último, se ordena la publicación de la presente decisión en la Gaceta 

Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, en la Gaceta judicial y en la 

página web de este Tribunal Supremo de Justicia. 
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Para revisar la sentencia completa, pulse aquí o siga el siguiente vínculo: 

http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/marzo/197015-113-20317-2017-17-0069.HTML 

20 de marzo de 2017 

 

*El presente boletín fue preparado y divulgado por ZAIBERT & ASOCIADOS. Su propósito es difundir 

información de interés general en materia jurídica. El contenido de este informe no puede ser interpretado como 

una recomendación o asesoría para algún caso específico. Se recomienda consultar especialistas en la materia 

para la aplicación de su contenido. Quedan expresamente reservados todos los derechos. 
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